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Entre todos los problemas que podíamos tener en 1847 (como la guerra
contra los Estados Unidos) un grupo de mexicanos reunidos en el Con-
greso Extraordinario en ese año decidieron reformar la Constitución de
1824, y darnos instituciones que todavía se encuentran vigentes en el país
y que, a pesar de que seguimos disfrutando de ellas, hemos tergiversado.
Por lo que convendría darnos un momento de reflexión como es el que se
brinda con motivo de los 150 años del Acta de Reformas, recordar cuál
fue el entorno en el que se dio el Acta de Reformas y valorar cuál fue la
intención de las instituciones que la misma aportó al derecho público me-
xicano.

Cabe mencionar que aunque nosotros somos muy dados a reconocer a
nuestros héroes (Mariano Otero, Manuel Crescencio Rejón y todos los
demás diputados constituyentes de esa época), éstos no han recibido la
atención que se merecen en nuestro país debido a que no conocemos los
debates que se dieron, algunos de los cuales (a pesar de ser tan importan-
tes) ya están olvidados o destruidos, pero que afortunadamente se van a
publicar en breve. Estos debates se dieron con gran profundidad cuando
nuestro país se encontraba en el peor momento de su historia, dominado
por las facciones o por partidos políticos, invadido por las tropas de Esta-
dos Unidos y envuelto en la guerra de Castas que comenzaba en 1847 en
la península de Yucatán, sumido en la penumbra económica de su banca-
rrota. Hace 150 años los políticos mexicanos decidieron reformar la
Constitución y establecer en ella nuevas instituciones, una nueva fórmula
de distribución de competencias en el estado federal, un nuevo control de
la constitucionalidad a través del Poder Judicial de la Federación y nue-
vos procedimientos para garantizarlos: los derechos humanos se creían
derechos en todo y a pesar de que éstos callan cuando las armas están en
alto, la generación del medio siglo en el diecinueve estuvo a la altura de
las circunstancias, más que las batallas libradas por el ejército mexicano.
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En esta generación, las ideas sobre la democracia judicial de Estados Uni-
dos aunadas a la experiencia de sendas repúblicas federalista y centralista
en México, habían fraguado varias instituciones que se consolidarían y
sobrevivirán durante la última dictadura de Santa Anna, si bien el conser-
vadurismo mexicano había repudiado los extremos a que habían llegado
los federalistas, éste todavía lo planteaba como una solución dable para
obtener orden y estabilidad, sacralizando la propiedad privada y respetan-
do los derechos adquiridos de los hombres de bien, cuidando de la seguri-
dad pública y sometiendo a los delincuentes comunes al fuero militar, to-
dos estos cometidos fueron cumplidos por el entonces presidente Paredes
Arrillaga.

El Congreso que se convocó para 1847 tendría que representar a las
mejores clases sociales y económicas del país, su estructura corporativa
lo demuestra con 160 diputados que nominalmente provenían de los si-
guientes grupos sociales: 38 propietarios, 20 comerciantes, 14 mineros,
14 profesionistas, 14 productores, 10 jueces, 10 administradores públicos,
20 sacerdotes y 20 militares. El Congreso convocado en 1846 tendría la
finalidad de aprobar una nueva Constitución basada en la de 1847, pero
sumida en el centralismo de las bases orgánicas; esta nueva oportunidad
se presentaba con la actuación de Lucas Alamán para establecer una mo-
narquía constitucional, tal como lo llegó a sugerir en el periódico el Tiem-
po, el 12 de febrero de 1846, y que daría inicio para implantar la monar-
quía, que contaba con antecedentes en 1830 y 1840 con Gutiérrez de
Estrada. A pesar de la formulación de las Bases Orgánicas, los federalis-
tas no habían claudicado aunque fueron perseguidos e incomunicados en
el proceso de discusión de esta Constitución. El general Paredes se había
rebelado en San Luis Potosí contra José Joaquín Herrera, presidente ante-
rior, y su legitimidad la hizo valer en la necesidad de una nueva Constitu-
ción anunciada desde enero de 1846; sin embargo, el año anterior había
ya gran cantidad de manifiestos que se proponían en una nueva Constitu-
ción, las tendencias monarquizantes en ese momento histórico fueron
contenidas por otro pronunciamiento militar, ahora por el general Maria-
no Salas, en la Plaza de la Ciudadela en agosto de 1846, que dio fin a la
vigencia de las bases orgánicas. En esa fecha el Congreso estaba listo
para convocarse, cuando las hostilidades con Estados Unidos comenzaron
y los departamentos, que ya soportaban el centralismo, no resistían el pro-
testar por las insinuaciones de la monarquía, separándose y proclamando
su independencia; en alguno de ellos (como sucedió con Yucatán), la
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oposición a la monarquía se hizo patente en la prensa y, a pesar de la aplica-
ción de la ley contra autores subversivos el 8 de abril de 1839, la prensa
unida desafió la autoridad de Paredes en su protesta publicada el 17 de
marzo de 1846, en este periodo destaca la oposición de Vicente García
Torres, director del periódico El Monitor Republicano, que fue amenaza-
do de muerte o confinamiento y que en julio de 1847 promovería el pri-
mer juicio de amparo en la historia de nuestro derecho público contra las
persecuciones del gobierno.

Antes de declarar la guerra formalmente a Estados Unidos y permitir-
le al presidente combatir personalmente al enemigo, el Congreso de 1846
designó en un principio como presidente interino a Paredes, y a Nicolás
Bravo como vicepresidente, sólo así podría recobrar su prestigio y disaso-
ciarse de los grupos monarquistas a los cuales se le presumía unido. Este
Congreso fue convocado por la autoridad de las Bases Orgánicas en julio,
y en agosto de 1846 se transformó en un Congreso federalista para refor-
mar la Constitución de 1824, que había sido restablecida por disposición
del propio Congreso a partir del 22 de agosto pero, una vez más, sin se-
guir el procedimiento de reforma constitucional marcado en el título octa-
vo de dicha norma fundamental. Los diputados constituyentes que apro-
baron el Acta de Reformas sufragaban sus gastos y las dietas eran
suministradas directamente, en el mejor de los casos, por los propios de-
partamentos o estados, convirtiéndolos en verdaderos mandatarios de sus
respectivas localidades, la preocupación fundamental en los primeros me-
ses no se concentró, sin embargo, en las reformas constitucionales sino en
enfrentar los pormenores de la guerra injusta contra Estados Unidos. Las
sesiones del Congreso comenzaron el 22 de agosto de 1846 y terminaron
abruptamente el 10 de agosto de 1847, ya que varios de sus miembros
tuvieron que tomar las armas para defender la patria; entre los diputados
constituyentes se encontraban pasados y futuros presidentes de la Repú-
blica: Valentín Gómez Farías, José Joaquín Herrera, José Bautista Ceba-
llos, Ignacio Comonfort y Benito Juárez entre otros, coincidieron igual-
mente Manuel Crescencio Rejón y Mariano Otero, aunque el primero no
tuvo la ocasión de concluir su periodo en la legislatura, ya que también
recibió amenazas por parte de Santa Anna, y el creador del juicio de am-
paro tuvo que huir y esconderse.

La comisión de poderes que aprobó las credenciales de los diputados
estuvo integrada por Benito Juárez, Pedro Zubieta, José Guadalupe Perdi-
gón Garay, Mariano Otero y Manuel Buenrostro, pocas credenciales fue-
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ron anuladas como las de José Joaquín Granados por el estado de Sinaloa
y algunos aunque con credenciales aprobadas, se excusaron de servir en
su curul por diversas razones como José Bernardo Couto y Francisco Ma-
ría de Olaguibel.

Desde la sesión del 7 de diciembre de 1846 se establecieron las prin-
cipales comisiones permanentes del Congreso (que fueron en total 17) y
la comisión de asuntos constitucionales, que fue la que elaboró el proyec-
to de Actas de Reformas, ésta estaba presidida por Mariano Otero e inte-
grada por Manuel Crescencio Rejón y Valentín Gómez Farías; no obstan-
te, en las comisiones constitucionales pronto se redujo a una sola persona,
como pasó también en otros congresos constituyentes, porque Manuel
Crescencio Rejón tuvo que huir de la ciudad de México y Valentín Gó-
mez Farías fue nombrado vicepresidente de la República en diciembre de
1846, entonces la comisión de constitución se redujo a la persona de Ma-
riano Otero.

El 29 de noviembre de 1846 se empezaron a publicar en los periódi-
cos diversos dictámenes sobre proyectos de reformas constitucionales que
provenían de 1826 y que mayormente las legislaturas de los estados ha-
bían hecho del conocimiento del Congreso en esta etapa para ser reforma-
da la Constitución de 1824. La publicidad de los expedientes de reforma
planteados, sobre todo por las legislaturas, se dio a la prensa con el objeto
de formar la opinión pública sobre los puntos de reforma que discutiría el
Congreso en breve. Propiamente la discusión se concentra en las sesiones
del 5 de abril hasta el 14 de mayo de 1847, publicándose el Acta de Re-
formas el 28 de mayo de ese año; nunca se habían discutido reformas tan
importantes para el país en tan poco tiempo. Las discusiones del Congre-
so se regularon según el reglamento interior aprobado el 21 de diciembre
de 1824 que fue reformado y modificado el 7 de enero de 1847. Como es de
suponerse, el primer punto en la agenda del Congreso fue el discutir los
pormenores de la guerra con Estados Unidos y, para ello, reconstruir el
país designando a un presidente interino de acuerdo al procedimiento
marcado en la Constitución de 1824, que consistía en la votación estado por
estado, de acuerdo al número asignado a cada uno según su población.

En la sesión del 23 de diciembre de 1846 se llevó a cabo el cómputo
de votos, para presidente y vicepresidente por separado; los resultados es-
tuvieron nuevamente a favor de Santa Anna, que fue traído de La Habana
como un salvador, de la misma manera como ya había sucedido en 1832,
hizo mancuerna con el vicepresidente Valentín Gómez Farías; otros can-
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didatos propuestos para la presidencia por los estados fueron Francisco
Ulorriaga (que obtuvo el segundo lugar en el número de votación), Ángel
Trías, Juan José Espinoza de los Monteros (quien fungió como secretario
del Congreso), Manuel Gómez Pedraza y Cayetano Ibarra. Para la vice-
presidencia fueron candidatos contendientes Melchor Ocampo, Francisco
Ulorriaga, Pedro María Anaya, Luis Gonzaga Cuevas, Juan Nepomuceno
Almonte y Pedro Zubieta.

La materia de derechos humanos preocupó desde un principio al Con-
greso de 1846 ya que la Constitución del 24 no contenía propiamente una
declaración de derechos, por lo que desde la sesión del 11 de noviembre
se propuso que las reformas contemplasen la inclusión del Proyecto de
Constitución de la minoría de diputados del Congreso, la cual se había
presentado el 26 de agosto de 1842 por Espinoza de los Monteros, Otero
y Muñoz Ledo. Finalmente el Acta de Reformas no contendría una decla-
ración, pero el Congreso aprobó una ley sobre derechos humanos que ten-
dría una categoría especial dentro de la nueva jerarquía normativa; cabe
recordar que de las sesiones del Congreso Constituyente, en la del 3 de
mayo de 1847, José María Lafragua propuso un catálogo muy interesante
de derechos del hombre que vale la pena recordar, en él enfatiza la liber-
tad de expresión y tiene frases muy apropiadas en donde se establece que
se abusa de la libertad de imprenta atacando la religión, la independencia
y la vida privada. Es a partir de Lafragua que se establece la jurisdicción
para la libertad de imprenta, puesto que él propone que quien debe de juz-
gar los delitos contra la libertad de imprenta son los jueces, es decir, los
jurados. Quedaba abolida la pena de muerte desde el proyecto de Lafra-
gua de 1847 y, en el artículo 33 de su proyecto, establece que las garan-
tías individuales deberían ser inviolables, por lo que cualquier atentado
cometido contra ellas, hacía responsable a la autoridad que lo ordenase y
ejecutase. Un atentado debía ser castigado, además, como delito común
cometido con abuso de la fuerza, lo cual es muy importante, ya que preci-
samente en el juicio de amparo que se crearía en 1847 existe esa tenden-
cia, que autores como José Barragán han puesto en claro: el juicio de am-
paro debería ser complementado con un juicio de responsabilidad hacia
las autoridades que infringieran las garantías individuales.

El costo de la guerra se repartía entre los estados y la población de los
mismos, a través de impuestos o de imposición de contingentes que eran
aportaciones económicas que los estados hacían a la Federación. La ocu-
pación de bienes de manos muertas, es decir, bienes eclesiásticos, fue el
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centro de la extensa discusión del 7 de enero de 1847, sobre la manera de
allegarse recursos para el sometimiento de nuestras tropas, publicado el
26 de enero de ese año. Por segunda ocasión esta desamortización de los
bienes de la iglesia motivó que Gómez Farías fuera depuesto por el Con-
greso el 1o. de abril de 1847.

En relación con la ley de desamortización de enero de 1847, las pro-
testas vinieron de varios estados derivadas de la jerarquía eclesiástica
(particularmente del obispo de Michoacán), y lanzaron un manifiesto o
proclama en el sentido de que el obispo desacataría abiertamente la apli-
cación de la ley de manos muertas expedida por el Congreso Constituyen-
te, y que no acataría disposición alguna de esa ley.

Esto provocó una gran reacción que anunciaba lo que posteriormente
se lucharía en el movimiento de reforma en México. El diputado Vicente
Romero propuso un decreto que sería realmente la quintaesencia de la re-
forma, en ese decreto hay dos preceptos: uno establece que la nación me-
xicana no reconoce en el poder eclesiástico otra potestad más que la espi-
ritual; y el otro, que todo eclesiástico (sin excepción de jerarquía)
perteneciente a la iglesia mexicana, sería súbdito de la nación mexicana,
es decir, que el estado de derecho debe de aplicarse también al poder es-
piritual de la iglesia. Diversos asuntos fueron desahogados antes de la
discusión del proyecto de reformas del Acta de Reformas; por cierto es
Otero el único que suscribe el proyecto de Actas de Reformas, pero llama
la atención la iniciativa para instaurar el estado de Guerrero, que sería la
segunda escisión más importante del Estado de México. La propuesta de
creación del estado de Guerrero proviene del diputado Medina en 1847, y
este estado se conformó con distintas porciones territoriales tomadas de
tres estados: México, Puebla y Michoacán; sin embargo, el Congreso
Constituyente fue muy respetuoso de la soberanía de estos tres estados y
a pesar de instaurar el estado de Guerrero así como de hacer algunas otras
aclaraciones en el capítulo territorial de nuestra Constitución, estableció
que la creación de dicho estado estaba sometida a la aprobación de las
legislaturas de los tres estados. La violencia que se generó en la ciudad de
México, que incluyó algunas balaceras, comenzaban a causar serios pro-
blemas al Congreso Constituyente, y desde el 1o. de marzo de 1847 la
asistencia de los integrantes empezó a disminuir; la entrada del ejército
de Estados Unidos a la ciudad de México era inminente, pues ya habían
caído las principales plazas del país, por lo que en la sesión del 3 de abril
de 1847 el Congreso conoció la propuesta de varios diputados para que
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en el caso de que no pudiera continuar sus sesiones en esta capital, se
trasladara a la ciudad de Querétaro.

No obstante, ya presentado el proyecto de Acta de Reformas, éste se
comenzó a discutir el 22 de abril de 1847 y se terminó el 14 de mayo de
ese año para publicarse, como he mencionado, el 28 de mayo en el Diario
del Gobierno; en el ínterin, en la sesión del 3 de mayo decidió discutirse
el articulado de la ley constitucional sobre derechos humanos, el apresu-
ramiento en la discusión que se tuvo no empañó la brillantez del conteni-
do de las reformas aprobadas, pues las nuevas instituciones estaban total-
mente explicadas por la comisión de puntos constitucionales presidida e
integrada por Mariano Otero. Una de las preocupaciones que en el Acta
de Reformas tuvo que responderse fue la distribución de competencias
entre la Federación y los estados, además de la problemática de derechos
humanos, tres reformas son a mi juicio las más importantes en dicha acta.

El Acta de Reformas se identifica con el juicio de amparo, pero éste
no fue ni la única ni la más importante de todas las reformas, pues hubo
dos tan importantes y substanciales que podrían en un momento dado
equipararse al juicio de amparo; la primera de ellas es la distribución de
competencias entre la Federación y los estados, es decir, el proyecto de fede-
ralismo que en ese momento, en 1847, contamos nosotros en la Constitu-
ción. Lo que Otero estableció en el artículo 14 del Acta de Reformas está
todavía vigente en el artículo 124 de nuestra Constitución, y es la distri-
bución de competencias entre los estados y la Federación de manera ex-
presa, es decir, otorgando a la Federación facultades expresas y explícitas
en el texto de la Constitución federal, y estableciendo que los estados o
las entidades federativas tendrían las facultades reservadas, es decir no
explícitas en la Constitución, ésta fue una invención de Otero y fue apro-
bada por primera vez en el Acta de Reformas en 1847.

Otero explica brillantemente en su estudio analítico la situación del
país y el por qué prefirió cambiar el sistema de competencias del estado
federal. Como se recordará en la Constitución de 1824, la distribución de
competencias era concurrente, es decir no había atribuciones exclusivas-
excluyentes ni para la Federación ni para los estados, había ciertas mate-
rias en donde por excepción se consideraba que sólo la Federación podría
intervenir pero, en términos generales, la distribución era concurrente.
Esto quería decir que tanto la Federación como los estados podrían legis-
lar sobre materias comunes, por eso las leyes de la primera época de la
República federal no se llaman leyes federales, se denominan leyes gene-
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rales, lo que podría parecer gramaticalmente una tautología tiene su ex-
plicación en el sentido de que eran las leyes expedidas por el Congreso
general y tenían una aplicación general en todo el país. Estas leyes gene-
rales se complementaban con leyes particulares de cada uno de los esta-
dos sobre las mismas materias, eso originaba entonces que la Federación
y los estados pudieran legislar sobre cualquier cosa sobre las mismas ma-
terias, no se excluía ni a una autoridad ni a otra; pero el problema dice
Otero, de este sistema de distribución de competencias radicaba en la de-
ficiente solución de controversias que había en la Constitución de 1824
para los conflictos de leyes, ya que al haber una distribución concurrente,
entonces era muy factible que la ley general tuviera alguna contradicción
con la ley particular de cualquier estado, y la única manera para resolver
los conflictos de leyes, según la Constitución de 1824, era el Congreso de
la Unión, es decir el mismo Congreso que había expedido la Ley General;
en consecuencia, los estados empezaron a protestar por esta desigualdad y
parcialidad del único juez de nuestro país que iba a dirimir las controver-
sias de leyes, que era el propio Congreso General y muchos estados em-
pezaron a exigir que, así como la Federación tenía la facultad para anular
las leyes de los estados, los estados también deberían contar con la facul-
tad de anular o de no observar las leyes generales.

Este cambio de competencias precisamente pretendía ser la solución
para evitar estos conflictos políticos que ya se empezaban a generar entre
los estados y la Federación, dando reglas claras de cómo estarían distri-
buidas las competencias. De tal suerte que la Federación tuviera un ámbito
competencial reducido o explícito en la Constitución federal y los estados
tuvieran el universo que no se reservaba la Federación, entonces tendrían
facultades reservadas y ésa es la atribución que Mariano Otero establece
por primera vez en el Acta de Reformas, y a partir de entonces tenemos
facultades expresas para la Federación y reservadas para los estados.

Por otro lado, además de este procedimiento, Otero establece un so-
fisticado y bien equilibrado procedimiento para resolver los conflictos
que hubiese entre las leyes generales y las leyes locales. En la primera
mitad del siglo XIX el control de la constitucionalidad fue una gran preo-
cupación y Mariano Otero pretendió dar solución a todos los conflictos,
pero la aportación que hace es más grande que el juicio de amparo. Gene-
ralmente damos por hecho que Otero nos ha legado un problema con el
juicio de amparo cuando éste se interpone contra leyes inconstitucionales,
siento que habría que analizar cuál fue la verdadera aportación en el Acta
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de Reformas, ya que Otero jamás pensó que las leyes inconstitucionales
fuesen atacadas por juicio de amparo; es decir, ahora la presunción y el
único instrumento que tenemos es que atacáramos las leyes inconstitucio-
nales única y exclusivamente mediante el juicio de amparo, pero estando
en la transición del control político que antes existía a través de el consejo
de gobierno o del supremo poder conservador hacia el control jurisdiccio-
nal de 1847, Otero establece tres artículos en el Acta de Reformas que
nos permiten delinear claramente esta gran diferencia: por un lado los ar-
tículos 22 y 23 del Acta de Reformas, y por otro lado el artículo 25 que
claramente establece el juicio de amparo para la infracción o violación de
los derechos que la Constitución o las leyes constitucionales establezcan
y contra actos de la legislatura y el Ejecutivo. Es mi intención proponer a
ustedes la idea de que estos actos de la legislatura no eran las leyes, sino
actos que la legislatura desde entonces y ahora aprueba como decretos y
que se reducían a actos administrativos como contratos, privilegios y con-
cesiones, y las patentes de invención que las legislaturas otorgaban. Los
Congresos en el siglo XIX emitían muchos actos administrativos, más de
los que ahora en las legislaturas se aprueban, por lo que dichas actas po-
dían infringir los derechos humanos del individuo. Es entonces contra
esos actos contra los que se procedería en el juicio de amparo del artículo
25 del Acta de Reformas, ya que eran actos concretos que perjudicaban a
un solo individuo, mientras que en los artículos 22 y 23 del Acta de Re-
formas procedimientos ideados por Otero para atacar a las leyes que po-
dían ser leyes generales o federales, y leyes estatales o locales.

Para las leyes de los estados se establece en el artículo 22 que el Con-
greso de la Unión resolvería sobre la constitucionalidad o inconstitucio-
nalidad de una ley estatal que pudiese infringir la Constitución federal,
pero siempre que el Senado de la República como representante de los
estados así lo determinase; entonces había un requisito de procedibilidad:
que el Senado determinara o dictaminase sobre la posibilidad de que esa
ley tuviese algún vicio de inconstitucionalidad. Mientras que en el artícu-
lo 23, el Acta le daba a los estados algo que no les dio la Constitución de
1824 para anular leyes federales, a través de un procedimiento muy inte-
resante en el que estableció la procedencia de este juicio, digamos de in-
constitucionalidad de las leyes generales o federales, a 10 diputados del
Congreso, a 6 senadores y a 3 legislaturas. Al presidente de la República;
aquí se encuentra el germen de la acción de inconstitucionalidad actual
del artículo 105 constitucional, pero el hecho es que esta acción de in-
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constitucionalidad (digámoslo así, para utilizar un término actual), era
oponible precisamente ante la Suprema Corte de Justicia, y ésta no deci-
diría, sino que el máximo Tribunal Federal consultaría a las legislaturas
de los estados si ellas dictaminaban o no como inconstitucional la ley fe-
deral en cuestión, de tal suerte que las legislaturas remitieran su dictamen
y la Suprema Corte de Justicia con base en los dictámenes de las legisla-
turas, si había mayoría de ellas, se declararía nula en consecuencia la ley
en cuestión con efectos generales. Otero cuidó el equilibrio del federalis-
mo, que no existía, en esta materia, porque en 1824 todo el control de la
constitucionalidad se concentraba en el Congreso de la Unión, mientras
que en el Acta que se aprobó en 1847, hay un cruce muy interesante de
igual a igual entre la Federación y los estados, la Federación declara la
inconstitucionalidad con requisitos de procedibilidad hacia leyes estatales
y los estados declaran la inconstitucionalidad de las leyes federales, todo
con requisitos de procedibilidad y con actores intermedios como la Su-
prema Corte de Justicia o el Senado en uno u otro caso para garantizar
imparcialidad.

Para concluir, creo que los ciento cincuenta años que marcan el Acta
de Reforma en su aprobación, nos sitúan lejanos en el tiempo pero tam-
bién nos demuestran que hemos estudiado muy poco la justicia en nuestro
país. Realmente no hemos podido dilucidar cómo funcionó este sistema
judicial, porque efectivamente funcionó de 1847 a 1853, por lo menos
cuando Santa Anna vuelve otra vez, en su último periodo, a abrogar la
Constitución del 24 y el sistema federal, pero seguramente en esa etapa
hubo procedimientos como los que marcaba el artículo 22 y 23 del Acta
de Reformas de declaración de nulidad de leyes tanto federales como es-
tatales; por otro lado lo que sí sabemos es que el juicio de amparo marca-
do en el artículo 25 se inició y procedió desde el famoso amparo de Vi-
cente García Torres, seguido por otros cinco amparos de militares y con
el famoso amparo de Jeker Torre y compañía de 1848, que marcan real-
mente el inicio de la vida del juicio de amparo en nuestro país. Desafortu-
nadamente todos ellos, aunque substanciados, no fueron otorgados ni
resueltos por los juicios de amparo, por la carencia de una ley reglamen-
taria. Si bien Otero estableció el principio de la relatividad de las senten-
cias en el juicio de amparo, supongo que lo pretendió aplicar a éste en los
casos descritos del artículo 25 del Acta, pero no contra las leyes, sino que
las leyes inconstitucionales tendrían que ser tratadas conforme a los ar-
tículos 22 y 23; entonces nosotros somos los que hemos tergiversado a
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Otero. El 16 de agosto de 1847 se publicó un editorial muy interesante
para todos los que vivimos en el Distrito Federal porque, a propósito, en
el Acta de Reformas se empezó a cuestionar lo que ahora (en este año)
estamos ya resolviendo, es decir, la posibilidad de que el Distrito Federal
eligiera a su gobernante, precisamente hace 150 años, el 22 de mayo de
1847, el diputado Del Río propuso que la comisión de constitución dicta-
minase sobre la posibilidad de que esta entidad se erigiera en un estado de
la República y, en consecuencia, se pudiera votar por su gobernante.

Ante el desprecio que el Distrito Federal ha tenido tradicionalmente,
quiero recordar la editorial del 16 de agosto de 1847 del Diario del Go-
bierno que dice: “Que los estados imiten el ejemplo de la capital de la
federación que haciendo esfuerzos heroicos genuinos contribuyan con to-
dos sus recursos y sus hijos y de todas las maneras imaginables al triunfo
de la república en la defensa del estado central de sus mandatarios y re-
presentantes de su soberanía” . En esta ciudad de México, el Acta de Re-
formas se hizo hace 150 años.
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